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http://www.boe.es/boe/dias/2007/06/23/pdfs/A27150-27166.pdf
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- Resolución de 23 de mayo de 2007, de la Secretaría General para la 
Administración Pública, por la que se publica el Acuerdo de Consejo de 
Ministros de 4 de mayo de 2007, sobre impulso del programa de mejora 
de la reglamentación y reducción de cargas administrativas. 
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- Resolución de 21 de junio de 2007, de la Secretaría General para la 

Administración Pública, por la que se publican las Instrucciones, de 5 de 
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- Instrucciones del MAP sobre reconocimiento de trienios a funcionarios 

interinos.  
 
 
Texto completo: http://www.ustea.org/  
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ATENCIÓN SANITARIA: 
 
 
- Historia clínica y derecho fundamentales: una reflexión sobre las 

anotaciones subjetivas 
 
 
El artículo revisa la fundamentación ética y jurídica de este tema y analiza los argumentos 
a favor y en contra de las limitaciones de acceso a las anotaciones subjetivas, concluyendo 
que no debe existir un derecho de reserva exclusivo de los profesionales sanitarios 
diferente de los mecanismos de tutela de la confidencialidad y de los derechos disponibles 
para cualquier ciudadano. 
 
 
Texto completo:  http://www.madrid.org 
 
 
PERSONAL: 

 

- Sentencia del Juzgado de lo Contencioso-Administrativo nº2 de Toledo, 
en materia de libranza de día festivo  

 
 
Sentencia del Juzgado de lo Contencioso-Administrativo nº2 por medio de la cual se 
determina que no procede descanso complementario ni tampoco compensación económica 
por el hecho de haber efectuado una guardia en día festivo 
 
 

Texto completo:  
 
 
 
 
 

http://www.madrid.org/comun/datospersonales/0,3126,457237_458340_127535941_12466100_12453811,00.html
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- Resolución de 01-06-2007, de la Consejería de Sanidad, por la que se 
convoca procedimiento extraordinario para el acceso al Grado I de 
carrera profesional del personal estatutario sanitario de formación 
profesional y del personal estatutario de gestión y servicios del Servicio 
de Salud de Castilla – La Mancha. 

 
 

o D.O.C.M. núm. 128 de 19 de junio de 2007, pág. 16505 
 
 
- Informe Jurídico sobre Reconocimiento de trienios al personal 

estatutario temporal tras la entrada en vigor del Estatuto Básico del 
Empleado Público. 

 
 
FECHA: 25 de junio 2007. 
 

ASUNTO: Reconocimiento de trienios al personal estatutario temporal tras la entrada en 
vigor del Estatuto Básico del Empleado Público. 

 

Se somete a la consideración de este Servicio Jurídico la incidencia que, sobre la exclusión 
del cobro de trienios por parte del personal estatutario a tenor de lo previsto en el art. 44 
del Estatuto Marco, puede tener la entrada en vigor del Estatuto Básico del Empleado 
Público aprobado por Ley 7/2007, de 12 de abril. 

 El examen de la cuestión sometida a informe exige que nos detengamos 
previamente en las dificultades aplicativas que, en relación con el Estatuto Marco, suscita 
la entrada en vigor del Estatuto Básico del Empleado Público habida cuenta del confuso 
criterio de aplicación complementaria  que parecen fijar los artículos 2.3 y 2.4 de esta 
última norma.  

 

I.-  Naturaleza del régimen estatutario. 

 La relación de empleo que vincula al personal estatutario con los centros e 
instituciones sanitarios del Sistema Nacional de Salud ha merecido tradicionalmente una 
atención diferenciada por parte del legislador; lo prueba la regulación especial que, desde 
sus orígenes, ha mantenido a este tipo de relaciones de empleo público más o menos al 
margen de la configuración general de la función pública1.  La especialidad del régimen 

                                                 
1 El artículo 45.1 del Texto Articulado Primero de la Ley 193/1963, de 28 de diciembre,  de Bases de la Seguridad Social, 
aprobado por Decreto del Ministerio de Trabajo núm. 907/1966, de 21 de abril, establecía que la relación entre las Entidades 
Gestoras y el personal a su servicio se regularía por lo previsto en los Estatutos de Personal aprobados por el Ministerio de 
Trabajo o, en su caso, por el Estatuto general aprobado por el propio Ministerio. Al amparo de dicha previsión se 
promulgaron los diversos Estatutos jurídicos de personal estatutario (médico, sanitario no facultativo y no sanitario). Tal 
norma fue íntegramente recogida en el Texto Refundido de la LGSS aprobado por Decreto 2065/1974, de 30 de mayo, y a 
partir de la entrada en vigor de la Ley 30/1984, de 2 de agosto , de Medidas urgentes de Reforma de la Función Pública, 
mantuvo su vigencia respecto del personal estatutario al servicio del INSALUD a consecuencia de la derogación parcial del 

http://www.jccm.es/cgi-bin/docm.php3
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estatutario se ha mantenido hasta la actualidad sin perjuicio de la aplicación supletoria de 
la normativa sobre funcionarios en todo lo no previsto por la legislación propia del 
personal estatutario (art. 1.5 de la Ley 30/1984)2.  

 La especial configuración que, dentro de la normativa general sobre función 
pública, ha caracterizado a las relaciones de empleo del personal estatutario ha sido 
puesta de manifiesto en innumerables ocasiones por la jurisprudencia que, si bien en un 
primer momento se decantó por la curiosa figura del tertium genus para intentar explicar 
la particular posición que ocupaba el personal estatutario dentro de las relaciones de 
empleo con la Administración3, ha terminado por aceptar la configuración de este tipo de 
relación jurídica como funcionarial especial (por todas, Sentencia del Tribunal Supremo 
de 23 de febrero de 2000).  

Así las cosas, la consideración de la relación jurídica del personal estatutario como 
funcionarial de carácter especial adquiere carta de naturaleza en nuestra legislación 
positiva tras la promulgación de la Ley 55/2003, del Estatuto Marco.  Esta Ley, como ha 
tenido ocasión de señalar el Tribunal Supremo4,  “parte de la necesidad de mantener una 
regulación especial para el personal  de los Servicios de Salud con el fin de adaptarse a las 
específicas características del ejercicio de las profesiones sanitarias y del servicio 
sanitario asistencial, así como las peculiaridades organizativas del Sistema Nacional de 
Salud, pero siguiendo la línea antes indicada establece con nitidez el carácter 
funcionarial de la relación estatutaria”.  

En definitiva, y por lo que aquí importa, con la promulgación del Estatuto Marco, el 
legislador unificaba y sustituía -con casi veinte años de retraso- los regímenes contenidos 
en los anteriores estatutos5 a la par que ratificaba el carácter especial de este colectivo 
de empleados públicos, razón ésta que avala la necesidad de dotarlo de un cuerpo 
normativo singular6 sin perjuicio de reconocer el carácter supletorio de la normativa 
general en materia de función pública (art. 2.2 del EM).   

                                                                                                                                                                      
citado precepto (DD 1.b. de la Ley 30/1984) y la consiguiente exclusión de dicho personal de su DA 16ª, de modo que 
continuaría rigiéndose por sus respectivos Estatutos de conformidad con lo establecido en la DT 4ª de la Ley. Por su parte, el 
art. 84.1 de la Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad ya previó que el personal estatutario se regiría, en el futuro, 
por un Estatuto Marco que debía aprobar el Gobierno en desarrollo de tal Ley 
 
2 La aplicación supletoria de la normativa funcionarial al personal estatutario cobraba  especial relevancia en ámbitos como 
los previstos en el Decreto 315/1964, de 7 de febrero, que aprueba el texto articulado de la Ley de Funcionarios Civiles del 
Estado;  la Ley de 23 de diciembre de 1993 sobre acceso a determinados sectores de la función pública de los nacionales de 
los demás Estados miembros de la UE; el Real Decreto 223/1984, de 19 de diciembre, del Reglamento general de ingreso del 
personal al servicio de las Administraciones públicas; el Real Decreto 28/1990, de 15 de enero, del Reglamento general de 
provisión de puestos de trabajo y promoción profesional de los funcionarios civiles de la Administración del Estado; el Real 
Decreto 730/1986, de 11 de abril, del Reglamento de situaciones administrativas de los funcionarios; así como en el plano de 
los derechos sindicales la ahora derogada Ley 9/87; o el Real Decreto 33/1986 en cuanto al procedimiento disciplinario se 
refiere. 
3 Sentencias del Tribunal Supremo de 22 de enero 1990, 17 de octubre de 1991, 4 de diciembre de 1992, 29 de abril de 1993, 11 
de noviembre de 1993, 4 de febrero de 1994, 20 de febrero de 1996, 14 de septiembre de 1998 y 7 de junio de 2000, que 
aplicaban como derecho supletorio el de la función pública y no el ordenamiento laboral. 
4 Auto de la Sala Especial de Conflictos de Competencia del Tribunal Supremo de 20 de junio de 2005. 
5 Decreto 3.160/1966, de 23 de diciembre, del Estatuto Jurídico del personal médico de la Seguridad Social, Orden de 26 de 
abril de 1973, del Estatuto del Personal Auxiliar Sanitario Titulado y Auxiliar de Clínica de la Seguridad Social, y Orden de 
5 de julio de 1971, del Estatuto de Personal no Sanitario al servicio de las Instituciones Sanitarias de la Seguridad Social. 
6 La DT 4ª.1  de la Ley 30/84 ya remitía la regulación del personal estatutario de las Instituciones Sanitarias de la Seguridad 
Social a un régimen peculiar, añadiendo el mencionado texto legal en el art. 1.2 que en aplicación de esa misma ley «podrán 
dictarse normas específicas» para adecuarla a sus peculiaridades. 
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Como un dato más que avala la intención del legislador de ratificar la existencia de un 
régimen jurídico específico para el personal que presta servicios en centros del Sistema 
Nacional de Salud, encontramos que el Estatuto Marco no se limitó a mantener el régimen 
jurídico del personal estatutario, sino que mostró gran interés por extender su ámbito de 
aplicación al resto del personal al servicio de instituciones sanitarias (personal 
funcionario7 y personal laboral) como así se desprende de la redacción del art. 2.3º en 
relación con la DA 2ª del referido texto legal. Es más, la vocación uniformadora de los 
distintos regímenes jurídicos de personal al servicio de Instituciones sanitarias se pone de 
manifiesto con especial intensidad en la DA 5ª del EM, en la que se contempla la 
posibilidad de articular un procedimiento de integración en la condición de personal 
estatutario del personal funcionario y laboral, todo ello con el objeto de “homogeneizar 
las relaciones de empleo del personal de cada uno de los centros, instituciones o servicios 
de salud, y con el fin de mejorar la eficacia en la gestión…”.  Resulta claro, por tanto, 
que el legislador es consciente en todo momento de la singularidad del régimen jurídico 
del personal estatutario y que, a tal efecto, contempla la vía de la integración como 
alternativa para poner fin a la diversidad de regímenes jurídicos existentes en las 
instituciones y centros sanitarios públicos.  

A la vista de lo anterior, no cabe duda de que la relación jurídica del personal 
estatutario constituye un régimen jurídico especial dentro del derecho general de la 
función pública.8 

 

II.-  Normativa aplicable al personal estatuario tras la entrada en vigor  

del Estatuto Básico del Empleado Público. 

 La novedad contenida en el Estatuto Marco consistente en calificar la relación 
estatutaria como funcionarial especial situó en primer plano la necesidad de articular un 
sistema claro de fuentes jurídicas que permitiese dar solución a la dialéctica normativa 
general – normativa especial.  

 El legislador de 2003 optó sin ambages por dar primacía a la ley especial frente a la 
ley general y consagró la aplicación preferente de la normativa estatutaria, reservando la 
aplicación supletoria de la normativa sobre funcionarios única y exclusivamente para lo no 
previsto en la normativa estatutaria o en los pactos o acuerdos suscritos en ejercicio de la 
negociación colectiva; si bien con una peculiaridad importante que no ha pasado 
inadvertida a la doctrina, como es el hecho de que el art. 2.2 del EM de entrada, de forma 
prioritaria, y a falta de regulación expresa en la normativa  o pactos estatutarios, a las 
normas sobre función pública que dicten las Comunidades Autónomas con prioridad sobre 
la normativa estatal, lo que rompe el esquema de fuentes del art. 103.3 de la 
Constitución.  Autores como PALOMAR OLMEDA9 han mantenido la tesis de que lo 
coherente hubiera sido que la supletoriedad de primer grado fuese a favor de las normas 
de función pública estatales. Los reproches a la fórmula elegida para la determinación de 

                                                 
7 Quizá la única excepción que presenta la tendencia latente en el EM de homogeneizar al menos parcialmente el régimen 
jurídico del personal sanitario sea el personal funcionario al que alude el artículo 85 de la Ley General de Sanidad que “a 
efectos del ejercicio de sus competencias sanitarias, se regirán por la Ley 30/1984, de 2 de agosto, y el resto de la legislación vigente en 
materia de funcionarios”. 
8 En este sentido resulta muy ilustrativa la afirmación que encierra, tanto la Exposición de Motivos, como el artículo 1 del 
EM, cuando define la relación estatutaria como “relación funcionarial especial”. 
9 Comentarios a la Ley 55/2003, del Estatuto Marco del Personal Estatutario de los Servicios de Salud. Thomson Aranzadi, 
2006 (pgs. 52 y 53) 
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las fuentes se refieren, por tanto, al hecho de que el régimen supletorio de primer grado 
elegido por el EM para completar el régimen de fuentes se centre en las normas generales 
de la función pública de la Administración correspondiente y no en el tronco común que 
supone la normativa que se dicte en aplicación del art. 103 de la Constitución, y no en el 
hecho de que sea la normativa general sobre función pública la que deba regir prima facie 
las relaciones estatutarias. En efecto, y según el citado autor, “la especialidad no exime 
del cumplimiento de los requisitos y estructuras generales  que provienen de la normativa 
común, que se convierte así en directamente aplicable antes que cualquier otra salvo, 
claro está, la específica”. Así pues, tras el EM, el régimen del personal estatutario se 
establece en los siguientes niveles: el que conforma el EM, y el que, en su caso, 
establezcan los gestores (Estado y Comunidades Autónomas). El esquema se completa con 
la regulación supletoria de la función pública de la respectiva Comunidad Autónoma (arts. 
2 y 3 del EM)  

 No obstante la complejidad de este sistema de fuentes, lo cierto es que nadie ponía 
en duda el principio de aplicación supletoria de las normas generales de función pública en 
defecto de disposición estatutaria o pacto expreso. Sin embargo, la entrada en vigor de la 
Ley  7/2007, de 12 de abril, del Estatuto Básico del Empleado Público (en adelante, EBEP) 
ha venido a enturbiar aún más el panorama desde el momento en que su art. 2.3 dispone 
que: “el personal docente y el personal estatutario de los Servicios de Salud se regirá por 
la legislación específica dictada por el Estado y por las CCAA en el ámbito de sus 
respectivas competencias, y por lo previsto en el presente Estatuto, excepto el Capítulo II 
del Título III, salvo el art. 20, y los arts. 22.3, 24 y 84”. La confusión se acrecienta, si 
cabe, cuando tratamos de indagar en el sentido de la equiparación entre personal 
funcionario de carrera y personal estatutario de los servicios de salud contenido en el art. 
2.4 del EBEP. 

 Tras la lectura comparativa de los preceptos que definen el ámbito de aplicación 
del EM (arts. 2.2, 2.3 y 3) y del EBEP  (arts. 2.3 y 2.4) la cuestión que se plantea es 
sencilla: ¿ha desplazado el EBEP al EM en la regulación de las relaciones estatutarias del 
personal de los servicios de salud?, ¿en qué medida?  

La sencillez de este planteamiento no lleva aparejada, sin embargo, una solución 
igualmente simple. Muy al contrario, desde la entrada en vigor del EBEP se han sucedido 
opiniones e informes jurídicos contradictorios en torno a si la vocación omnicomprensiva 
del EBEP implica la desaparición del régimen especial del personal estatutario y del 
esquema de negociación colectiva de las Administraciones sanitarias10 o si, por el 
contrario, la normativa estatutaria resulta de aplicación preferente sobre la general de 
función pública en virtud del principio de especialidad11. 

Obviamente, la cuestión no resulta en absoluto ociosa, por cuanto de ella depende 
la resolución conforme a uno u otro régimen jurídico de una serie de aspectos, tanto 
dinámicos como estáticos, de las relaciones estatutarias, dado que ambas normas –EM y 
EBEP- contienen regulaciones diferentes, cuando no contradictorias, en relación con una 

                                                 
10 Lo que se defiende en un informe que la Abogacía del Estado habría elaborado a instancia del Ministerio de Sanidad y 
Consumo y del que no nos consta fecha ni firma (se acompaña copia) 
11 Conclusión ésta a la que, en mayor o menor medida, se adhirieron la inmensa mayoría de los asistentes a las Jornadas de 
Letrados de los Servicios de Salud organizadas por la Dirección General del Servicio Jurídico del Gobierno de Cantabria los 
días 16 a 18 de mayo de 2007 y que ha quedado plasmada por escrito en los informes del Servicio de Asesoramiento Jurídico 
de la Consejería de Sanidad de Cantabria, en el de la Asesoría Jurídica del Servicio Andaluz de Salud de 12 de junio de 2007 
y en el de la Asesoría Jurídica del Ib-Salut de 21 de junio de 2007 (se acompaña copia de todos ellos) 
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serie de materias que se enumeran a continuación: a) abono de trienios de personal 
temporal; b) regulación de las mesas sectoriales de negociación; c) exclusión como 
materia objeto de negociación de las convocatorias de acceso al empleo público; d) 
sustitución de los días adicionales de vacaciones por antigüedad por días adicionales de 
asuntos propios por razón de antigüedad; e) requisitos para el acceso al empleo público; f) 
efectividad de la pena de inhabilitación especial como pérdida de la condición de 
empleado público; g) necesidad de norma con rango de ley para la creación o supresión de 
categorías de empleados públicos; h) aplicación de los grupos de clasificación de 
funcionarios al personal estatutario; i) excedencia voluntaria por agrupación familiar; j) 
condiciones para el reingreso tras la situación administrativa de servicios especiales; k) 
régimen disciplinario; l) número de representantes de las juntas de personal; m) órganos 
de selección; n) jubilación parcial; y ñ) oferta de empleo público. 

En el presente informe, si bien nos ceñiremos al análisis de la posibilidad del 
percibo de trienios por parte del personal estatutario temporal tras el reconocimiento 
expreso de este derecho por el EBEP a los funcionarios interinos, debemos hacer una serie 
de consideraciones previas a la interpretación jurídica que finalmente propondremos.  

 Tal y como hemos apuntado, no es posible que ofrezcamos un criterio jurídico 
uniforme para la aplicación del EM tras la entrada en vigor del EBEP, sino que 
expondremos las diferentes tesis elaboradas hasta el momento y daremos cuenta de las 
razones que nos llevan a optar por la que, a nuestro parecer, resulta más ajustada a 
Derecho en función de la materia objeto de estudio. 

  

III.-  Estatuto Marco o Estatuto Básico del Empleado Público: 

una cuestión de principios. 

 Las principales tesis a las que hemos hecho alusión, y que sustentan, bien la 
aplicación incondicionada del EBEP al personal estatutario de los servicios de salud, bien la 
aplicación preferente del EM y supletoria del EBEP, se sostienen en dos principios jurídicos 
que, en el presente caso, conducen a una solución incompatible.  

La primera tesis (aplicación preferente del EBEP al personal estatutario) se sustenta 
en la vocación aglutinadora del EBEP y en el principio jurídico de que la norma posterior, 
incompatible con la anterior, deroga implícitamente a ésta.  La segunda de las tesis 
(aplicación preferente del EM y supletoria del EBEP en caso de lagunas) encuentra su 
fundamento en el principio de especialidad, según el cual, entre normas del mismo rango, 
resulta de aplicación preferente la que pertenece a un grupo normativo específico por la 
materia que constituye su objeto.  Analizaremos por separado ambas tesis. 

A favor de la aplicación preferente del EBEP se arguye:  

i. La vocación aglutinadora de esta norma respecto de todos los empleados 
públicos (funcionarios, estatutarios y personal laboral) plasmada ya en su 
enunciado (en el que se utiliza el término omnicomprensivo “empleado 
público” y no el más restringido de “funcionario público”); 

ii. Su objetivo: poner fin a la fragmentación existente y mejorar la gestión a 
través de la aprobación de un “Estatuto que comprenda (…)todas aquellas 
reglas y principios de aplicación común a todos ellos(…) sin perjuicio de las 
normas que convenga establecer de forma diferenciada para uno u otro 
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colectivo” y así “reafirmar unos mismos principios y valores esenciales para 
el conjunto de los profesionales y trabajadores del sector público”12.  

iii. La presunta intención del legislador de que el EM sea desplazado por el 
EBEP en su aplicación a las relaciones estatutarias, interpretación extraída 
de la lectura del párrafo duodécimo de la Exposición de Motivos del EBEP 
(párrafo que, curiosamente, también sirve a los que invocan la tesis contraria 
para sustentar la aplicación preferente del EM y supletoria del EBEP al 
personal estatutario) 

iv. El hecho de que el legislador no haya manifestado de forma expresa que 
las relaciones entre la normativa general de función pública y la especial 
estatutaria se articularían a través del principio de aplicación supletoria, sino 
que el art. 2.3 del EBEP prevea la aplicación de esta norma al personal 
estatutario en el mismo plano que la legislación específica dictada por el 
Estado y las CCAA en el ámbito de sus respectivas competencias, a diferencia 
de lo previsto en el art. 2.5 del propio EBEP para el personal no incluido en 
su ámbito de aplicación. 

 

Estas consideraciones llevarían a concluir que, a pesar de que no se ha producido la 
derogación expresa del Estatuto Marco,  la definición del ámbito de aplicación del EBEP 
dejaría sin efecto las previsiones de la Ley 55/2003 en virtud de la derogación tácita 
derivada de la promulgación de una Ley posterior que imposibilita su aplicación incluso a 
pesar de que se trate de una norma especial13. 

 Sin embargo, y pese a los argumentos que hemos detallado, no podemos compartir 
la tesis expuesta por las siguientes razones:   

i. Es cierto que el establecimiento de un régimen jurídico uniforme exige 
extender el ámbito subjetivo de aplicación del EBEP a todos los empleados 
públicos. Sin embargo, resulta patente la voluntad del legislador, por una 
parte, de excluir a determinados colectivos de empleados públicos “ya sea 
por la manifiesta especificidad de algunos grupos, ya sea porque su estatuto 
debe ser aprobado, por imperativo constitucional, por medio de ley orgánica 
o algún otro tipo de norma especial…”, y de otra, de mantener la legislación 
especial aplicable a algunos de ellos.   

Los profesionales que quedan comprendidos dentro del primer grupo de 
exclusiones, sin perjuicio de la aplicación supletoria del EBEP, serían, entre 
otros, los jueces, magistrados de carrera así como los integrantes del 
ministerio fiscal, personal de las Cortes Generales o los miembros de las 
fuerzas y cuerpos de seguridad del Estado.  

Formando parte del segundo grupo, es decir, el de aquellos que, pese a 
quedar comprendidos dentro del ámbito de aplicación del EBEP, se les 
reconoce el mantenimiento de su legislación especial, se encontraría el 

                                                 
12 Informe de la Comisión para el Estudio y preparación de un Estatuto Básico del Empleado Público. Orden 
APU/3018/2004, de 16 de septiembre por la que se aprueba la constitución de la mencionada Comisión. 
13 El informe de la Abogacía del Estado al que aludimos anteriormente cita en apoyo de esta tesis las SSTS 26 de marzo de 1984 y de 22 
de septiembre de 1998. 
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personal docente y el personal estatutario de los Servicios de Salud (art. 2.3 
del EBEP). 

A tenor del informe de la Comisión (que constituye un elemento de primera 
magnitud para una interpretación auténtica de la norma) el mantenimiento 
del régimen especial del personal estatutario no supone “una pura y simple 
inaplicación del Estatuto Básico (…) muy al contrario, los principios y reglas 
generales de aquél deben serles de aplicación por entero, de manera que 
todos los estatutos especiales (…) deben adaptarse al mismo(…). En realidad, 
más que de estatutos especiales cabría hablar ahora de algunas reglas 
especiales que afectan a aspectos determinados de su régimen jurídico” 

Esta y no otra es la filosofía que subyace tanto en la Exposición de Motivos14 
como en el articulado del EBEP cuando prevé que el personal estatutario de 
los Servicios de Salud se regirá por la legislación específica dictada por el 
Estado y por las Comunidades Autónomas en el ámbito de sus respectivas 
competencias y por lo previsto en el presente Estatuto (…)  

 Por otro lado, no podemos olvidar que el EBEP no ha derogado ni el art. 1.2 
de la Ley 30/1984 (titulo habilitante para dictar normas específicas para el 
personal estatutario) ni los apartados 2 y 3 del art. 84 de la Ley General de 
Sanidad (que consagra la existencia de un Estatuto Marco para el personal 
que preste servicios en centros e instituciones del SNS) 

ii. Es cierto que el EBEP omite cualquier mención al principio de aplicación 
supletoria respecto al EM, a diferencia de lo que acontecía con anterioridad y 
de lo que prevé en su art. 2.5 para los profesionales excluidos de su ámbito 
de aplicación. Es más, el artículo 2.4 de la norma de referencia establece 
expresamente la equiparación entre los funcionarios de carrera y el personal 
estatutario a los efectos previstos en la Ley 7/2007, con las únicas salvedades 
del Capítulo II del Título III (excepto el artículo 20) y los artículos 22.3, 24 y 
84.   

 La lectura conjunta del EM   (artículo 2) y del EBEP (artículo 2) pone de 
manifiesto la existencia de una clara antinomia, una colisión entre dos 
normas de igual rango y con proyección sobre un mismo colectivo 
profesional. La resolución de este tipo de conflictos internos surgidos en el 
seno del Ordenamiento Jurídico exige valorar el grado de aplicación que para 
este supuesto en concreto tienen las tres reglas clásicas que, según BOBBIO, 
permiten dar una respuesta a los conflictos entre fuentes a saber: 

1. Criterio jerárquico: la norma superior prevalece sobre la inferior. 

2. Criterio de la especialidad: la norma especial prevalece sobre la norma 
general. 

3. Criterio cronológico: la norma posterior deroga a la anterior incompatible 
con su contenido.  

En el caso que nos ocupa el conflicto se suscita entre dos normas estatales 
con idéntico rango y carácter (ambas son leyes básicas), por lo que el 

                                                 
14 El párrafo duodécimo de la Exposición de Motivos del EBEP declara plenamente vigente el EM para el personal 
estatutario de los Servicios de Salud “con independencia de la vocación universal de aplicación y de norma de referencia, en 
definitiva, del Estatuto Básico del Empleado Público”. 
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conflicto se centraría, como ya comentamos, por la aplicación preferente del 
principio de temporalidad o del principio de especialidad.  

Y llegados a este punto, forzoso es aceptar que el fiel de la balanza se ha 
de inclinar necesariamente a favor de este último principio15, que incluso ha 
sido valorado por los Tribunales de Justicia con carácter preferente al 
criterio de jerarquía16. 

En efecto, la primacía del principio de especialidad viene avalada por 
diversos pronunciamientos judiciales en los que el intérprete del Derecho se 
ha decantado por la aplicación de esta regla para la resolución de problemas 
análogos o similares. Sirva de ejemplo la Sentencia del Tribunal 
Constitucional 71/1982, de 30 de noviembre, en la que se declaraba 
expresamente que “el carácter específico de la sanidad, respecto al plural 
de la defensa del consumidor, determina que la inclusión en la regla de más 
amplio alcance debe ceder ante la regla más especial”, postura asumida por 
los Tribunales de Justicia ordinarios en diversos pronunciamientos 17 
pudiendo traer a colación por su semejanza con el caso planteado la 
conclusión a la que llegó el Tribunal Superior de Justicia de Extremadura 
de 25 de mayo de 2000. En ese caso se trataba de determinar si el personal 
docente perteneciente al Cuerpo de Maestros percibía el complemento de 
destino en relación con el cuerpo de pertenencia (regla especial) o con el 
puesto de trabajo que se desempeña (regla general de aplicación al conjunto 
del personal funcionario incluido en el campo de aplicación de la Ley 30/84),   
considerando el Tribunal que estamos ante un colectivo que según establece 
el artículo 1.2 de la ley 30/84 (que conserva su vigencia tras la entrada en 
vigor del EBEP) ha de ajustarse a lo dispuesto por sus normas específicas y 
por ende, resulta de aplicación el principio general del derecho según el cual 
la norma especial deroga la norma general en cuanto a su ámbito singular de 
aplicación.  

Además, y como ha señalado el Tribunal Supremo “las normas jurídicas 
especiales son siempre de rango preferente en su aplicación concreta a los 
casos en ellas previstos, y para que sus preceptos puedan estimarse 
derogados precisan, o bien la expresa y nominativa derogación en la 
disposición posterior de carácter general, o la anulación por otra posterior 
que téngale mismo carácter especial”.  

En efecto, el EBEP, lejos de proclamar la derogación del EM, reconoce sin 
ambages su vigencia en la Exposición de Motivos como así se aconsejaba en el 

                                                 
15 BOBBIO, N., op. cit., p.215; Vid. también SORIANO,R.: Compendio de Teoría General del Derecho, 2º. edición, Barcelona, 
Ariel Derecho, 1993, p. 167. 
16 STS de 29 de marzo de 1995. En dicha sentencia el Tribunal Supremo establece que la normativa aplicable en materia de 
incompatibilidad a un médico que desarrollaba su actividad profesional en dos puestos de trabajo en la seguridad social a 
tiempo parcial, debe ser no ya la ley 53/84 sino lo que disponía el artículo 29 del Estatuto Jurídico del personal médico por 
tratarse de la regulación especial en atención a la peculiar función de este tipo de personal, en armonía con lo ya apuntado 
en esta misma línea por el Tribunal Supremo en una sentencia anterior de fecha 4 de julio de 1994. 
17 SSTS de 6 de octubre de 1986, 14 de noviembre de 1990 (la conciliación sistemática requiere tener en cuenta  la 
diferenciación de las normas generales  y especiales para concluir dando preferencia a estas últimas) 5 de febrero de 1987 
(dicha sentencia recuerda que “las normas jurídicas especiales son siempre de rango preferente en su aplicación concreta a los casos 
en ellas previstos, y que para que sus preceptos puedan estimarse derogados precisan, o bien la expresa y nominativa derogación en la 
disposición posterior de carácter general, o la anulación por otra posterior que téngale mismo carácter especial”), así como Tribunales 
Superiores de Justicia como el de Navarra en sentencia de 20 de junio de 1997. 
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Informe preliminar emitido por la Comisión de Expertos, informe en el que 
también se reconoce la importancia que reviste el principio de especialidad 
cuando afirma que la inclusión de este personal dentro del campo de 
aplicación del EBEP, lo es “sin menoscabo de esa especialidad, que asegura 
su legislación propia” 

 Siguiendo con este razonamiento, y a pesar de las dudas interpretativas que pueda 
suscitar el ámbito de aplicación definido por el EBEP, hemos de concluir que el personal 
estatutario se rige en primer término por  su normativa específica no sólo para aquellas 
materias no contempladas en el EBEP, sino también para las excluidas expresa  o 
implícitamente por éste (las exclusiones expresas del art. 2.3 -carrera profesional, 
promoción interna, definición de retribuciones complementarias y movilidad voluntaria-; y 
las implícitas del art. 73, por ejemplo) e, incluso, aquellas otras en las que existe una 
regulación contradictoria en ambas normas (como, por ejemplo, en materia de trienios del 
personal temporal), quedando la aplicación del EBEP para completar la regulación 
estatutaria en aquellas cuestiones no previstas de forma expresa por el EM.   

  

IV.-  El percibo de trienios por parte del personal estatutario temporal tras la entrada 
en vigor del EBEP: art. 44 del EM frente a art. 25 del EBEP. 

El régimen retributivo del personal estatutario que aparecía contemplado en el Real 
Decreto-Ley 3/1987 (declarado vigente, con carácter transitorio, por el EM) no difería del 
previsto, con carácter general, en el artículo 23 de la parcialmente derogada Ley 30/8418.  

La proximidad jurídica, que no identidad, entre el régimen jurídico del personal 
estatutario y del personal funcionario tenía su reflejo en el paralelismo existente entre 
ambos colectivos en el campo retributivo, sin perjuicio de que tal simetría no impedía 
constatar importantes diferencias en cuyo estudio y tratamiento no procede adentrarse en 
este momento19.   

De esta situación de simetría parcial se ha desmarcado, por lo que aquí importa, el 
art. 25 del EBEP al reconocer de forma expresa el derecho al percibo de trienios por parte 
de los funcionarios interinos en diametral oposición a lo dispuesto en el art. 44 del EM, 
que en sintonía con lo previsto en el art. 25.3 de la Ley 61/200320, excluye de forma 
indubitada el complemento de antigüedad del esquema retributivo del personal 
estatutario temporal. 

                                                 
18 De hecho, la SAN de 13 de enero de 1994 afirmó que el artículo 23 de la Ley 30/1984 era aplicable al personal sanitario 
estatutario, mientras que el régimen previsto en el RD-Ley 3/1987 no, ya que carecía de la categoría de norma básica. No 
obstante, la STS de 2 de noviembre de 1995 enmendó la plana a la Audiencia Nacional al señalar que el régimen estatutario 
de los funcionarios públicos tenía valor supletorio para el personal médico de la Seguridad Social. En esta misma línea la 
STS de 14 de abril de 1994 insistía en el carácter administrativo de la relación de servicios del personal estatutario con la 
Administración, y por ende, en el campo de las retribuciones, debiendo ajustarse las CCAA hasta ese momento a lo 
dispuesto en los artículos 23 y 24 de la Ley 30/84. 
19 Como principales peculiaridades cabe señalar: la existencia de una norma específica en materia de reconocimiento de 
trienios al personal estatutario como es el RD 1181/1989, de 29 de septiembre; o la inclusión en la paga extraordinaria de la 
decimocuarta parte del complemento de destino pero no así la cuantía adicional que deriva de lo dispuesto en la Ley 
30/2005 para los funcionarios públicos; el carácter no consolidable del complemento de destino; el carácter personal que 
reviste el complemento específico; o la introducción de dos complementos desconocidos por completo para las funcionarios 
públicos como el complemento de atención continuada y el complemento de carrera. 
20 Establecía que los funcionarios públicos interinos incluidos en el campo de aplicación de la Ley 30/84 percibirán las 
retribuciones básicas, excluidos trienios, correspondientes al grupo en el que esté incluido el cuerpo en el que ocupen 
vacante. 
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 Las razones expuestas en el apartado anterior aconsejan, como la solución más 
conforme a Derecho, la aplicación preferente de la norma especial del mismo rango y 
carácter (en este caso, la exclusión del art. 44 del EBEP), sobre la norma general que 
reconoce este derecho a los funcionarios interinos. 

 Además de los fundamentos en los que nos hemos apoyado para alcanzar la 
propuesta interpretativa general que sostenemos en el presente informe, la aplicación 
preferente del art. 44 del EM al personal estatutario temporal se justifica en el hecho de 
que la equiparación de los regímenes de personal contenida en el art. 2.5 del EBEP lo 
sería en todo caso del personal estatutario con los funcionarios de carrera lo que, a sensu 
contrario, implicaría que aquellas referencias o alusiones al personal temporal contenidas 
en el EBEP habrían de considerarse inaplicables al personal estatutario temporal. 
Siguiendo esta interpretación gramatical de la Ley 7/2007 es evidente que tampoco 
podemos considerar aplicable al personal estatutario temporal lo dispuesto en el artículo 
25.2 del EBEP.  

 Así las cosas, y en tanto se mantenga la vigencia del art. 44 de la Ley 55/2003, la 
previsión de excluir al personal estatutario temporal del percibo de trienios resulta de 
plena aplicación y vincula a las Administraciones públicas en virtud del principio de 
legalidad consagrado en el art. 103 de la Constitución. 

 Al margen de las razones expuestas, bien podría apelarse a la posibilidad de que el 
reconocimiento de trienios al personal estatutario temporal pudiera articularse a través 
de la aplicación del principio constitucional de igualdad (art. 14 de la CE) o  de la 
normativa comunitaria sobre equivalencia de las condiciones laborales de los trabajadores 
de duración determinada respecto a los trabajadores fijos comparables (cláusula 4 de la 
Directiva 1999/70/CE, del Consejo de 28 de junio de 1999, relativa al Acuerdo Marco de la 
CES, la UNICE y el CEEP sobre el trabajo de duración determinada).  

 Este nuevo enfoque exige un análisis pormenorizado de la doctrina jurisprudencial 
existente sobre la materia, lógicamente anterior a la entrada en vigor del art. 25 del 
EBEP. 

En relación con la primera de las vía apuntadas -la posible vulneración del principio 
de igualdad- los Tribunales de Justicia han validado la diferencia retributiva existente 
entre funcionarios de carrera y los funcionarios interinos, sin que ello suponga una 
conculcación del principio de igualdad (art. 14 CE) 21. El Tribunal Supremo ha reconocido 
expresamente esta diferencia retributiva en su sentencia de 6 de julio de 1995, al afirmar 
que la antigüedad en el servicio activo prestado es determinante de que, cada tres años, 
el funcionario de que se trate incremente en el correspondiente tanto por ciento sus 
retribuciones básicas, lo que solamente puede ser aplicable a los funcionarios de carrera 
a partir de su toma de posesión, pero no a los funcionarios que de forma interina o 
provisional ocupan plazas de plantilla en tanto no se provean por funcionarios de carrera, 
y desempeñen algún servicio durante cierto tiempo.  

No obstante, también han existido pronunciamientos judiciales parcialmente 
contrarios al posicionamiento mantenido hasta por nuestro legislador hasta la reciente 
entrada en vigor del EBEP, resoluciones que venían a reconocer el derecho a la percepción 

                                                 
21 Las SSTS de 7 de noviembre de 1990 o 2 de julio de 1991 sostienen que la diferente modalidad de adscripción del 
funcionario a la Administración a la que sirve -de carrera o interino- puede justificar una desigualdad retributiva en 
atención de las importantes diferencias que les distinguen. 
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de trienios por los funcionarios interinos de larga duración22, si bien se trata de 
pronunciamientos eminentemente minoritarios y que fueron posteriormente rectificados 
en vía de recurso por los Tribunales Superiores (STSJ de Andalucía de 29 de septiembre 
de 2003)23.  

Así pues, en opinión de nuestros tribunales, la estabilidad en el empleo ha venido 
erigiéndose como un elemento diferenciador al que el legislador ha asociado 
determinados efectos como, por ejemplo,  la imposibilidad de que los funcionarios 
interinos sean declarados en situación administrativa de excedencia voluntaria24 o de que, 
hasta la entrada en vigor del art. 44 del EBEP, pudieran percibir trienios. Estas diferencias 
en el tratamiento jurídico de uno y otro tipo de personal no han sido vedadas por los 
Tribunales al tener una base jurídica clara y rotunda y estar la Administración sujeta al 
principio de legalidad (Auto del TC 63/1996). 

Sin embargo, cabe plantearse si el cambio de criterio adoptado por el EBEP en lo 
que a las retribuciones del personal temporal se refiere, puede incidir de alguna manera 
en la situación del personal estatutario temporal por la vía de la equiparación (toda vez 
que hemos descartado la aplicación directa del art. 25 del EBEP al personal estatutario 
temporal por los motivos expuestos en los fundamentos anteriores). 

Y para analizar esta cuestión hemos de recordar cuál es la doctrina del Tribunal 
Constitucional en torno al principio de igualdad en materia retributiva a través de las 
siguientes reglas básicas25: 

1. No es contrario al principio de igualdad la regulación diferente de condiciones de 
trabajo si va referida a distintas actividades laborales o profesionales y responde a las 
peculiaridades de cada una de ellas. 

2.  El principio de igualdad proclamado en el artículo 14 de la Constitución impide que se 
puedan establecer diferentes de trato arbitrarias o irrazonables entre situaciones 
iguales o equiparables y, muy especialmente en caso de identidad de trabajo.  

3.  Las diferencias de trato en las condiciones de trabajo deben ser razonables de 
acuerdo con los valores e intereses que deben tenerse en cuenta en este ámbito de la 
vida social, entre las que figuran la clase de trabajo prestado, el rendimiento del 
mismo, la capacidad económica de la empresa, la fuerza contractual o capacidad 
negociadora de los contratantes, coste de vida, etcétera. El trato diferenciado, para 
que no sea signo de discriminación, debe responder a razones objetivas y 
suficientemente justificadas 

El propio Tribunal Constitucional ha señalado de forma expresa que, en materia de 
retribuciones de las distintas clases de funcionarios, la Administración y el legislador 
                                                 
22 Sentencia del Juzgado de lo Contencioso-Administrativo nº 2 de Andalucía de 19 de septiembre de 2003 que consideró 
que no existe justificación objetiva y razonable para no reconocer el derecho a trienios a personal interino que lleva más de 
trece años prestando servicios de forma continuada. 
23 El TSJ concluye que los funcionarios interinos de larga duración (en este caso venían prestando servicios desde al menos 
10 años) no tienen derecho al percibo de sus correspondientes trienios en atención al tiempo trabajado para la 
Administración demandada. Para llegar a esta conclusión se apoya, entre otros razonamientos, en entender que no es 
posible la aplicación analógica de las normas cuando un precepto de forma expresa impone un régimen jurídico 
directamente aplicable al caso, como es el de que los funcionarios interinos no tienen derecho al percibo de los trienios (art. 
23.1 de la Ley 30/1984 de Reforma de la Función Pública, en relación con el art. 48.1 de la Ley 6/1985 de Ordenación de la 
Función Pública Andaluza). 
24 TSJ de Galicia de 21 de enero de 1998 
25 Sentencias del TC de 27 noviembre 1991, 28 enero 1993 y 22 enero 1996 



   
Secretaría General.  Servicios Jurídicos 

 

 17

pueden ponderar diferentes factores en función de la dedicación, responsabilidad, 
distintas exigencias de preparación, no bastando para predicar una igualdad retributiva el 
que las tareas asignadas sean análogas o casi idénticas (STC 26/04/1990). En este sentido, 
las SSTC 236 y 237/1994 establecen la necesidad de analizar la configuración legal de una 
y otra situación (funcionario de carrera versus funcionario interino) para concluir si 
efectivamente se ha producido un trato discriminatorio y contrario al principio de 
igualdad.  

El Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, en Sentencia de 29 de septiembre de 
200326 trae a colación el posicionamiento del TC para rechazar la petición de 
reconocimiento de trienios a funcionarios interinos de larga duración, ya que considera 
que no se menoscaba el contenido esencial del principio constitucional de igualdad por 
tratarse de una vieja petición reivindicativa ya zanjada por el TC (Auto 317/1996).  

Sin embargo, y a pesar de que el criterio de excluir al personal temporal del percibo de 
trienios ha venido siendo una constante en nuestra legislación y jurisprudencia, se ha 
producido un reciente giro en la doctrina del Tribunal Supremo en relación con el percibo 
de trienios por parte del personal laboral de instituciones sanitarias sobre la base de 
considerar que “este peculiar régimen retributivo tiene, no un origen legal, sino 
contractual, por lo que no cabe que el contrato establezca disposiciones discriminatorias 
como es el impago de trienios al personal laboral temporal que se haya reconocido en una 
ley como es el ET” (SSTS  de 29 de septiembre de 2006 y 31 de enero de 2007). La 
relevancia de estos pronunciamientos judiciales en los que ahora nos atañe radica en que 
el Tribunal Supremo (Sala de lo Social) se cuestiona la constitucionalidad del art. 44 del EM 
al afirmar que “pudiera pensarse que dicho precepto no se ajusta al principio igualdad 
establecido en el art. 14 de la CE, el que en relación con la materia que nos ocupa, ha 
tenido su reflejo en la modificación operada en el artículo 15.6 del ETT por la Ley 
12/2001. Desde esta perspectiva enjuiciadora podría plantearse la necesidad de una 
cuestión de inconstitucionalidad en relación con aquel precepto estatutario…”27 

A la vista de lo expuesto cabe preguntarse: ¿mantendrá la vigencia la doctrina 
consolidada del Tribunal Constitucional que no reconoce una vulneración del principio de 
igualdad en base a diferencias retributivas justificadas para el legislador una vez que el 
EBEP ha reconocido expresamente que el personal funcionario temporal puede percibir 
trienios? Ya hemos expuesto las razones por las cuales consideramos que resulta de 
aplicación directa al personal estatutario temporal la exclusión del percibo de trienios 
contenida en el art. 44 del EM. Sin embargo, teniendo en cuenta la complejidad jurídica de 
la materia que venimos exponiendo, y la entidad de los intereses en conflicto, la respuesta 
tendrá que venir de manos de los tribunales de justicia a través de un pronunciamiento 
expreso sobre la constitucionalidad del art. 44 del EM.  

 

                                                 
26 La sentencia pone de manifiesto que existe una diferencia fundamental entre uno y otro tipo de funcionarios que estriba 
en el procedimiento de selección y acceso a la función pública, siendo ésta de la suficiente entidad como para concluir que 
existe una justificación legal para diferenciar el régimen de uno y otro, y la diferente duración de las tareas asignadas, lo que 
constituye la razón que justifica que se otorgue diferente tratamiento jurídico al personal temporal 
27 No obstante, conviene recordar que la Jurisdicción Social ya no es competente para el conocimiento de las cuestiones 
litigiosas del personal estatutario tras la entrada en vigor del EM 
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Por último, y en relación con otra posible vía de reconocimiento indirecto del derecho a 
trienios a favor del personal estatutario temporal, como es la posible inadecuación del art. 
44 del EM al Derecho Comunitario, hay que comenzar recordando que el reconocimiento 
del derecho del personal laboral temporal a la percepción del complemento de antigüedad 
(art. 15 del ETT), resultó de la labor de transposición a nuestro Ordenamiento Jurídico de 
la Directiva 1999/70, norma en la que se ha apoyado un Juzgado de lo Social de San 
Sebastián para plantear una cuestión prejudicial28 al TJUE a cerca de la compatibilidad 
existente entre el referido precepto estatutario (art. 44) y la Directiva de la UE a raíz de la 
demanda presentada por un profesional ligado al Servicio Vasco de Salud a través de una 
relación jurídica de carácter temporal, y  que se encuentra actualmente pendiente de 
resolución por el citado órgano jurisdiccional29. 

A la vista de lo anterior, podemos extraer las siguientes  

 

CONCLUSIONES 

1. La relación de empleo que vincula al personal estatutario con los centros e 
instituciones sanitarios del Sistema Nacional de Salud ha sido regulada 
tradicionalmente por normas de carácter  especial.  

2. La calificación de la relación jurídica del personal estatutario como 
funcionarial especial adquiere carta de naturaleza tras la promulgación de del 
Estatuto Marco, norma que  parte de la necesidad de mantener una regulación 
especial para el personal  de los Servicios de Salud con el fin de adaptarse a 
las específicas características del ejercicio de las profesiones sanitarias y del 
servicio sanitario asistencial, así como las peculiaridades organizativas del 
Sistema Nacional de Salud (Auto del Tribunal Supremo de 20 de junio de 2005) 

3. El EM optó por dar primacía a la ley especial frente a la ley general y consagró 
la aplicación preferente de la normativa estatutaria al personal de centros e 
instituciones sanitarias, reservando la aplicación supletoria de la normativa 
sobre funcionarios únicamente para lo no previsto en la normativa estatutaria 
o en los pactos o acuerdos suscritos en desarrollo de la negociación colectiva. 

4. La entrada en vigor del EBEP plantea la cuestión de si ha de mantenerse el 
sistema de fuentes descrito, a la vista del criterio de aplicación 
complementaria que parecen sostener los arts. 2.3 y 2.4 de esta norma, o si, 
por el contrario,  la norma general sobre función pública ha provocado una 
derogación tácita del EM en virtud del principio de temporalidad. 

5. La aplicación de los criterios de interpretación de normas jurídicas que se 
contiene en el presente informe nos lleva a concluir que, pese a confusa 
redacción del art. 2 del EBEP, el personal estatutario de los servicios de salud 
habrá de seguir rigiéndose, en primer término, por su normativa específica, 

                                                 
28 La cuestión prejudical versa sobre la interpretación que merece la cláusula 4 del Acuerdo Marco anexo a la Directiva 
1999/70 en la que se establece que “por lo que respecta a las condiciones de trabajo, no podrá tratarse a los trabajadores con un 
contrato de duración determinada de una manera menos favorable  que a los trabajadores fijos comparables por el mero hecho de tener un 
contrato de duración determinada, a menos que se justifique un trato diferente por razones objetivas” 
29 El Abogado general considera que no se puede justificar la exclusión de una categoría de personal del ámbito de 
aplicación de esta Directiva por la mera circunstancia de que esta categoría se rija por normas especiales. Pero dicho esto, el 
propio Abogado General considera que no podemos incluir dentro de “condiciones de trabajo” las retribuciones. 



   
Secretaría General.  Servicios Jurídicos 

 

 19

aplicándosele la normativa general de función pública únicamente para suplir 
lagunas ya que, como señala el Tribunal Supremo las normas jurídicas 
especiales son siempre de rango preferente en su aplicación concreta a los 
casos en ellas previstos, y para que sus preceptos puedan estimarse derogados 
precisan, o bien la expresa y nominativa derogación en la disposición posterior 
de carácter general, o la anulación por otra posterior que téngale mismo 
carácter especial.  

6. Aplicando este razonamiento a la materia objeto de consulta, este Servicio 
Jurídico entiende que la exclusión del percibo de trienios por parte del 
personal estatutario temporal previsto en el art. 44 del EM debe prevalecer 
sobre el reconocimiento de este derecho a favor de los funcionarios interinos 
(art. 25 del EBEP).  

7. Otra cosa es que pudiera sostenerse la posible inadecuación del art. 44 del EM 
al principio constitucional de igualdad o a la normativa comunitaria sobre 
trabajo de duración determinada, pero esta es una cuestión que habrá de 
ventilarse ante los tribunales de justicia. 

8. En tanto subsista la disposición contenida en el art. 44 del EM, la 
Administración no puede ignorar el principio de legalidad y abstenerse de 
aplicar un precepto que, en la actualidad, mantiene íntegra su vigencia en 
relación con el personal estatutario temporal en virtud del principio de 
especialidad.  

9. Teniendo en cuenta la normativa actual y el sistema de fuentes analizado, 
consideramos que sólo la eventual declaración de inconstitucionalidad del art. 
44 del EM, su derogación expresa, o la declaración de su inadecuación a la 
normativa comunitaria sobre igualdad de las condiciones de trabajo de 
duración determinada, podrían dar lugar al reconocimiento del derecho al  
percibo de trienios para el personal estatutario temporal, lo cual, dicho sea de 
paso, no es descartable que termine produciéndose por alguna de las vías 
apuntadas. 

Es cuanto informa quién suscribe sin perjuicio de mejor criterio fundado en 
Derecho. 

 

Unidad de Derecho Sanitario  Coordinador de Derecho 
Sanitario y Bioética. 

 

 Vicente Lomas Hernández  David Larios Risco. 
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CONTRATACIÓN ADMINISTRATIVA: 
 
 
- Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea sobre colisión 

entre el principio de libre circulación de mercancías y la salud de los 
pacientes. 

 
 
La Sentencia del TJUE de 14 de junio de 2007, declara que si en el marco de un 
procedimiento de contratación de suministros sanitarios al que concurren diversas 
empresas con el marchamo de calidad de la UE y pese a cumplir la condición técnica 
exigida, el hospital advierte que la oferta de alguno de los licitadores representa un 
peligro para la salud pública, debe informar al organismo nacional competente con vistas a 
la aplicación del procedimiento de salvaguardia  y suspender la tramitación del 
procedimiento de contratación hasta la resolución de dicho procedimiento, cuyo resultado 
vincula al poder adjudicador, salvo que ello pueda poner en peligro el normal 
funcionamiento del centro, en cuyo caso el poder adjudicador debe actuar con sujeción al 
principio de proporcionalidad 
 
 
Texto completo: http://curia.europa.eu 
 
 
- Sentencia del Juzgado Central de lo Contencioso-Administrativo nº6 de 

Madrid sobre Reclamación de Cantidad en concepto de Gasto 
Farmacéutico del año 2001. 

 
 
El Juzgado de lo CA nº 6 de Madrid, aplicando la doctrina contenida en la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 23 de octubre de 2006, estima el recurso interpuesto por la Junta de 
Comunidades de Castilla-La Mancha y condena al INGESA al pago de 28.045.518, 70 € por 
las obligaciones referidas a la factura de farmacia del mes de diciembre de 2001 al 
tratarse de compromisos de gasto adquiridos por la Administración del Estado con 
anterioridad al traspaso de competencias de gestión de asistencia sanitaria a la Comunidad 
Autónoma. 
 
 

Texto completo:  
 
 
 
 

http://curia.europa.eu/jurisp/cgi-bin/form.pl?lang=es&newform=newform&jurcdj=jurcdj&docj=docj&typeord=ALLTYP&numaff=C-6%2F05&ddatefs=14&mdatefs=06&ydatefs=2007&ddatefe=14&mdatefe=06&ydatefe=2007&nomusuel=&domaine=&mots=&resmax=100&Submit=Buscar
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PENAL: 
 
- Agresión verbal a médico considerada falta de respeto a la autoridad. 
 
El Juzgado de Instrucción nº 3 de Elche (en esta Sentencia difundida por Diario Médico –ver 
DM de 21/06/2007-) ha condenado a un usuario como autor de una falta de consideración y 
respeto a la autoridad por proferir insultos y amenazas contra un médico de Atención 
Primaria. 

Texto completo:  
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- XXX Congreso Mundial de Medicina del Deporte. 
 
 
Fecha: 18 – 23 de noviembre de 2008 
Lugar: Barcelona 
Secretaría Científica: Federación Española de Medicina del Deporte 
Teléfono: 948 267 706 
Fax: 948 171 431 
Más información: http://www.femede.es/documentos/congreso-mundial.pdf 
 
 
- Logística Hospitalaria. 
 
El libro aborda la importancia de la aplicación de métodos logísticos en el sector sanitario 
para conseguir una mayor eficiencia en la gestión del suministro, que representa el 40% del 
gasto de un hospital. La obra permite conocer al lector como funciona la logística 
hospitalaria y los procesos que pueden y deben mejorarse. Técnicas y métodos que son 
habituales en otros sectores pueden ser aplicados con eficacia en el entorno sanitario, 
siempre que se conozcan las particularidades del mismo y sus implicaciones organizativas.  
 
Autor: Borja Ozores Massó  
Editorial: Marge Books 
Páginas: 129 
 
Más información: http://www.logisnet.com 
 
 

http://www.femede.es/documentos/congreso-mundial.pdf?PHPSESSID=78a53858fe455cb136b6bbd491baf6ae
http://www.logisnet.com/index.asp?_content=http%3A//www.logisnet.com/logisnet2/compras/inicio.asp%3FID_Articulo%3D1002
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-  

 
 
 

 
 
 

- Ley 14/2007, de 3 de julio, de investigación biomédica 
 
 

o B.O.E. núm. 159 de 4 de julio de 2007, pág. 28826 
 
 
- El Comité Autonómico de Investigación con Preembriones de la Junta de 

Andalucía da el visto bueno a tres nuevos proyectos de investigación 
con células madre 

 
 
El Comité Autonómico de Investigación con Preembriones de la Junta de Andalucía ha 
emitido un informe favorable a tres nuevos proyectos de investigación con células madre 
embrionarias, sobre leucemia, patologías del síndrome metabólico y las condiciones de 
cultivos para obtener líneas de trabajo. 
 
 
Texto completo: http://www.azprensa.com 
 
 
- “La capacidad del menor en el ámbito de la salud. “Dimensión socio-

sanitaria” 
 
Múltiples investigaciones concluyen que los adolescentes de 14 años presentan una 
capacidad para la toma de decisiones comparable a la de los adultos jóvenes. Por ello son 
actitudes y conductas muy distintas ética y profesionalmente la manipulación de los 
menores, el regateo con ellos, la consulta con los menores informados y por último, la que 
el autor considera más adecuada, la toma de decisiones compartidas con ellos en asuntos 
que a ellos les interesan. Las constataciones realizadas nos deben llevar a proporcionar 
siempre al menor la mayor oportunidad posible de participar en la toma de decisiones, 
y de decidir. 
 
 
Texto completo:  http://www.ajs.es/RevistaDS  

http://www.boe.es/boe/dias/2007/07/04/pdfs/A28826-28848.pdf
http://www.azprensa.com/noticias_ext.php?idreg=30138
http://www.ajs.es/RevistaDS/VOLUMEN%2015/Extra/Vol115-03.pdf


   
Secretaría General.  Servicios Jurídicos 

 

 24

-  “La capacidad del menor en el ámbito de la salud. “Dimensión 
jurídica”. 

 
 
A partir de los años ochenta, nuestras legislaciones, tanto la civil y penal como la 
específica reguladora de la protección de menores y. desde luego, la sanitaria, han 
avanzado bastante con relación a este tema reconociendo al menor de edad con madurez 
suficiente su capacidad de autodeterminación en el ámbito de los derechos de la 
personalidad, sobre su salud en general y, en particular, sobre su salud sexual y 
reproductiva. Pero tal conjunto normativo es técnicamente imperfecto por estar disperso 
en distintas leyes que ha regulado el tema parcialmente y con cierta desconexión entre sí. 
Es objeto de esta ponencia tratar de describir el régimen jurídico aplicable a los menores 
de edad en el ámbito de la salud, para detenernos en aquellos supuestos que mayor 
conflictividad interpretativa padecen actualmente. 
 
  
Texto completo:  http://www.ajs.es/RevistaDS  
 
 
- Auto de sobreseimiento del “caso Leganés” 
 
 
Auto de 20 de junio 2007 del Juzgado de Primera Instancia e Instrucción nº 7 de Leganés 
por medio del cual se acuerda el sobreseimiento de las denuncias por supuestas 
negligencias médicas en la atención sanitaria a pacientes en situación terminal en el 
Hospital Severo Ochoa. 
 
Texto completo:  http://www.elpais.com/  
 
 
- Resolución de 05-06-2007, del Sescam, de la Dirección-Gerencia, por la 

que se acuerda la constitución del Comité de Ética del Complejo 
Hospitalario de Toledo. 

 
 

o D.O.C.M. núm. 129 de 20 de junio de 2007, pág. 16719 
 
 
- Resolución de 05-06-2007, del Sescam, de la Dirección-Gerencia, por la 

que se acuerda la constitución del Comité de Ética del Área de Salud de 
Guadalajara. 

 
 

o D.O.C.M. núm. 129 de 20 de junio de 2007, pág. 16718 
 

http://www.ajs.es/RevistaDS/VOLUMEN%2015/Extra/Vol115-02.pdf
http://www.elpais.com/elpaismedia/ultimahora/media/200706/22/sociedad/20070622elpepusoc_1.Pes.PDF.doc
http://www.jccm.es/cgi-bin/docm.php3
http://www.jccm.es/cgi-bin/docm.php3
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- Resolución de 05-06-2007, del Sescam, de la Dirección-Gerencia, por la 
que se acuerda la constitución del Comité de Ética del Área de Salud de 
Cuenca. 

 
 

o D.O.C.M. núm. 129 de 20 de junio de 2007, pág. 16718 
 
 
- Se crea la Asociación de Bioética de Albacete. 
 

La Asociación cuenta con especialistas de todos los campos: médicos, farmacéuticos, 
abogados, enfermeras, biólogos e incluso filósofos. Nace para promover la investigación en 
la provincia, con la intención de abordar cuestiones sobre la vida y dignidad de las 
personas. 

 

Más información: http://www.laverdad.es/albacete/prensa 

 

http://www.jccm.es/cgi-bin/docm.php3
http://www.laverdad.es/albacete/prensa/20070621/albacete/asociacion-bioetica-albacete-nace_20070621.html


 
 
 

- II Jornada de Bioética y Sanidad en Castilla La Mancha 
 
PROGRAMA: 
 

II JORNADA DE BIOÉTICA Y SANIDAD EN CASTILLA-LA MANCHA 

ÉTICA EN LAS ORGANIZACIONES SANITARIAS. 

 
Presentación de los Comités de Ética Asistencial del SESCAM en las 

Áreas de Salud de Cuenca, Guadalajara y en el Complejo Hospitalario de 
Toledo. 

 
 

Toledo, 10 de julio de 2007 
Paraninfo del Edificio Universitario de Cardenal Lorenzana 

 Universidad de Castilla-la Mancha 
C/ Cardenal Lorenzana, 1 

 
 

12:00- Apertura del acto por las autoridades asistentes. 
 
12:15- Presentación oficial de los Comités de Ética Asistencial de las Áreas de Salud de 

Cuenca, Guadalajara y del Hospital de Toledo. 
 

• D. Rafael Peñalver – Secretario General del SESCAM. 
• Dña. Lourdes Gómez Romero – Comité de Ética Asistencial del Área de Salud de 

Cuenca. 
• D. Angel López Moya - Comité de Ética Asistencial del Área de Salud de 

Guadalajara.  
• D. Julio González Moraleja - Comité de Ética Asistencial del Complejo 

Hospitalario de Toledo. 
 

13:00- Ponencia: “La ética en las instituciones sanitarias” 
•  Ponente por confirmar. 

 
14:00 – Fin de la Jornada. 
 
Organiza:  
Servicio de Salud de Castilla-La Mancha. 
 
Inscripción:  
Gratuita por orden de solicitud. 
 
Información e Inscripciones: 
servicio.bioetica@sescam.jccm.es 
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Tlf: 925 27 41 33 
www.sescam.jccm.es 
 
 
- Atención a la Demencia: Visión integradora de la Geriatría 
 
 
Con esta obra se pretende dar a conocer como debe abordarse la atención al paciente 
con demencia. El libro se divide en cuatro partes, que se corresponden con las fases de 
esta enfermedad. Comienza con la evaluación y el diagnóstico. En segundo lugar, se 
profundiza en su tratamiento. La tercera parte trata el proyecto de seguimiento de la 
enfermedad. La cuarta parte señala los recursos asistenciales de los que pueden disponer 
los enfermos, sus familiares y sus cuidadores. Finaliza con un anexo en el que se incluyen 
tests, índices y exámenes para evaluar el momento de la patología en el que se 
encuentra cada paciente. 
 
 
Editores: Isabel Fort Albiñana, Enric Duaso Magaña, Lluis Reig Puig, Mª José Robles Raya 
Patrocinado por: Novartris 
 
 
- Manual para la aplicación y buen uso de medidas de restricción física 

en residencias de personas mayores 
 
 
El libro de buenas prácticas realizado por un grupo de socios de SEMER, en su mayoría 
mujeres, trata las medidas de sujeción y restricción física en ancianos que se encuentran 
en residencias de la tercera edad. Puede considerarse todo un protocolo de actuación 
para una mejor praxis ante situaciones difíciles que pueden presentarse a los 
profesionales sanitarios en el día a día en su trato con ancianos, con la finalidad de 
mejorar su calidad de vida y recursos asistenciales. 
 
 
Autores: Socios de la Sociedad Española de Médicos de Residencias. 
 
 
- Bioseguridad en los laboratorios hospitalarios. Teoría. Formación. 
 
 
Este manual incluye un material adecuado y completo sobre Bioseguridad en los 
laboratorios hospitalarios, distribuido en diferentes módulos a lo largo de los cuales se 
estudiará en profundidad la materia. 
 
Editorial: CEP 
Páginas: 428 
Precio: 25 € 
Más información:  http://www.agapea.com/ 

http://sescam.jccm.es/web1/home.do
http://www.agapea.com/BIOSEGURIDAD-EN-LOS-LABORATORIOS-HOSPITALARIOS-TEORiA-FORMACIoN-n628032i.htm
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- Ética en cuidados paliativos 
 
 
El objetivo de este manual es ofrecer a los profesionales sanitarios un texto breve  y 
práctico que pueda serles de utilidad a la hora de tratar a estos enfermos y orientar los 
conflictos éticos que plantean determinadas patologías, especialmente, las de aquellos 
que padecen una enfermedad grave o que se encuentran en la fase final de su existencia. 
 
 
Autores: Grupo de trabajo de la OMC y de la Fundación de Ciencias de la Salud 
 
 
- Enfermería y Paciente. Cuestiones prácticas de Bioética y Derecho 

Sanitario.  
 
 
La obra tiene su origen en una iniciativa de los Colegios Oficiales de Enfermería de Teruel 
y Lleida, en unión con la Universidad Europea de Madrid, y constituye un trabajo pionero 
en el estudio de la responsabilidad profesional de la Enfermería, que aúna los 
conocimientos teóricos indispensables en esta materia con casos judiciales reales 
debidamente escogidos y sistematizados por los autores. Cuenta con un prefacio de la 
profesora Gómez Sánchez, del Comité Internacional de la UNESCO, y con un prólogo del 
Doctor González Jurado. 
 
A partir de un recorrido por las corrientes bioéticas que influyen de manera más acusada 
en la actividad sanitaria de nuestro tiempo, y de forma especial en la actividad 
enfermera (la ética del cuidado, la ética del carácter, etc.), el lector encontrará un 
análisis en profundidad de cuestiones tales como el respaldo legal a las competencias 
enfermeras, su delimitación respecto del médico, del farmacéutico y de la auxiliar de 
enfermería, el ámbito del diagnóstico y prescripción enfermera, la objeción de 
conciencia, los accidentes biológicos, etc. 
 
Pero, además, se realiza un abordaje específico de los problemas derivados de la relación 
clínica enfermera-paciente, con especial atención a los aspectos referidos a la 
información y el consentimiento (“la enfermera responsable”), la intimidad, la 
documentación clínica (“los registros enfermeros”) y las instrucciones previas, todo ello 
de acuerdo con las leyes estatal y autonómicas sobre autonomía y derechos del paciente, 
y con los pronunciamientos más recientes de nuestros tribunales. 
 
En definitiva, se trata de una herramienta práctica, redactada en un lenguaje adaptado 
para los profesionales sanitarios, y orientada tanto a la necesaria formación de la 
enfermería en el campo de la Bioética y del Derecho Sanitario, como a la consulta de 
todos aquellos que desempeñan una labor sanitaria. 
 
 
Autor: Javier Sánchez-Caro y Fernando Abellán.  
Universidad Europea de Madrid y Editorial Comares, 2007 
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